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LOS DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL TRAS LA REFORMA DEL CÓDIGO 
PENAL DE 2015: ANÁLISIS DEL ARTÍCULO 274
Patricia faraldo cabana*
RESUMEN
Los delitos contra la propiedad industrial, tras haber sido modificados en 2003 y 2010, son 
de nuevo objeto de atención en la reforma del Código Penal de 2015. Según el legislador, con 
ello se pretende establecer «un régimen escalonado de responsabilidad penal en función de la 
gravedad de la conducta». En realidad, además de algunos cambios en las conducta típicas, lo 
más llamativo es que se produce un aumento considerable de las penas. Para la correcta com-
prensión de todos los cambios propuestos, en este trabajo se efectúa un estudio que compara 
la situación actual con la proyectada, además de analizarse las razones que justifican la reforma 
y los términos en que ha de ser entendida.
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ABSTRACT
Offences against industrial property, after being amended in 2003 and 2010, are once again 
the focus of attention in the Penal Code reform of 2015. According to the legislator, the aim is to 
establish «a staggered system of criminal liability in line with the severity of the conduct». In truth, 
apart from some changes made to the conduct defined as criminal, the most striking aspect is 
that it leads to a considerable increase in punishments. For all the proposed changes to be fully 
understood, this paper will undertake a study comparing the current situation with the proposed 
one, with the aim of specifying the reasons that justify the reform and the terms within which it 
must be understood.
Keywords: offences against industrial property, reform, penal code, retail street trading.
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I. INTRODUCCIÓN
El artículo 274 del Código Penal de 1995 (en adelante, CP), en la redacción 
todavía vigente hasta el 30 de junio de 2015, protege los derechos de propiedad 
industrial registrados conforme a la legislación de marcas frente a conductas ilí-
citas realizadas con fines industriales o comerciales, sin consentimiento del titu-
lar y con conocimiento del registro (apartados 1.º y 2.º, que fueron modificados 
por la LO 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la LO 10/1995, de 23 
de noviembre, del Código Penal), incluyendo la venta ambulante u ocasional de 
los productos (apartado 3.º, introducido por la LO 15/2003, de 25 de noviembre, 
por la que se modifica la LO 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal). 
En el precepto se tutelan también los títulos de obtención vegetal y las denomi-
naciones de una variedad vegetal protegida (apartado 4.°, también introducido 
por la LO 15/2003).
Pese a haber sido ya objeto de reforma tanto en 2003 como en 2010, la 
reforma de abril de 2015 introduce notables cambios en estos delitos contra 
la propiedad industrial, en particular en relación con las conductas típicas y 
las penas. Según el Preámbulo, con ello se pretende establecer «un régimen 
escalonado de responsabilidad penal en función de la gravedad de la conducta» 
(apartado XVII). En realidad, se produce una extensión de las conductas típicas 
que es, en buena medida, fruto del esfuerzo por acomodar la redacción penal 
a las prohibiciones que se contienen en la normativa extrapenal y que integran 
el derecho de exclusiva del titular registral. Pero el aspecto que más destaca 
es, sobre todo, el considerable aumento de las penas: piénsese que la pena de 
prisión se multiplica por dos en las conductas del tipo básico (pasa de 6 meses a 
2 años a 1 a 4 años), mientras que la venta ambulante u ocasional, hoy castigada 
con pena de multa de 3 a 6 meses o trabajos en beneficio de la comunidad de 31 
a 60 días, y con localización permanente de 4 a 12 días o multa de 1 a 2 meses 
si el beneficio no supera los 400 euros, pasa a castigarse nada menos que con 
prisión de 6 meses a 2 años, y en el subtipo atenuado con multa de 1 a 6 meses 
o trabajos de 31 a 60 días.
Para la correcta comprensión de estos cambios se hace necesario comparar 
la situación actual con la proyectada, así como analizar las razones que justifi-
can la reforma y los términos en que ha de ser entendida. El objetivo no es, pues, 
realizar un análisis completo de todos los elementos del delito, imposible por las 
limitaciones de espacio, sino exponer la conveniencia o no de una reforma en 
los términos proyectados. Por su importancia en la práctica, se presta particular 
atención a la regulación de la venta callejera al por menor, fenómeno conocido 
como «top manta».
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II.  SOBRE EL BIEN JURÍDICO TUTELADO: ¿SE PROTEGE  
EL DERECHO DE EXCLUSIVIDAD SOBRE LAS INVENCIONES  
Y CREACIONES INDUSTRIALES O EL PATRIMONIO?
La doctrina mayoritaria afirma que en los delitos relativos a la propiedad 
industrial se protege el monopolio legal o derecho de exclusividad sobre las 
invenciones y creaciones industriales 1. Ahora bien, el hecho de que el precep-
to esté incluido en el Capítulo XIII del Libro II del Código Penal, dedicado a 
las infracciones contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico, y que 
se exija que la conducta típica se realice con fines industriales o comerciales 
permite afirmar que lo que tiene relevancia no es tanto la mera infracción del 
mencionado monopolio cuanto el peligro que supone para el patrimonio del 
titular, en el que no se producirán los ingresos previstos por la explotación de 
los derechos en el marco de una actividad empresarial 2. El bien jurídico prote-
gido puede reconducirse, de esta forma, al patrimonio, que se pone en peligro 
cuando se lesiona el derecho de exclusividad que constituye el contenido ju-
rídico de todas las modalidades de propiedad industrial. Ello se confirma por 
el hecho de que la tipicidad de los comportamientos descritos se subordine a 
la ausencia de consentimiento del sujeto pasivo, que es el titular registral del 
derecho. En efecto, el consentimiento del titular registral destipifica la con-
ducta delictiva aun en el supuesto de que no cumpla los requisitos de validez 
de la legislación extrapenal. Por tanto, también convierte la conducta en atí-
pica un consentimiento tácito o prestado verbalmente, sin guardar formalidad 
alguna 3. Igualmente es atípica la vulneración de los derechos de propiedad 
industrial para la que se cuenta con el consentimiento o la autorización del 
titular, aunque se vulneren los derechos de uso exclusivo que pueda tener un 
licenciatario en virtud de contrato 4, ya que este hecho tiene suficiente respues-
ta en el ámbito civil.
1 M. baJo fernández y S. baciGaluPo, Derecho Penal Económico, 2.ª ed., Centro de Estudios Ramón 
Areces, Madrid, 2010, pág. 499; M. C. GóMez rivero, Los delitos contra la propiedad intelectual e industrial. 
La tutela penal de los derechos sobre bienes inmateriales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2012, págs. 340 y sigs.; 
G. Guinarte cabada, La tutela penal de los derechos de propiedad industrial, Edersa, Madrid, 1988, pág. 17; 
del mismo autor, «Las infracciones de los derechos de propiedad industrial del artículo 534 del Código Penal», 
en M. cobo del rosal (dir.), Comentarios a la Legislación Penal, t. III, Propiedad industrial e intelectual. 
Libertad sexual. Incendios forestales, Edersa, Madrid, 1991, págs. 15-20; B. MaPelli caffarena, «Considera-
ciones en torno a los delitos contra la propiedad industrial», en J. L. díez riPollés, y otros (eds.), La Ciencia 
del Derecho penal ante el nuevo siglo. Libro Homenaje al Profesor Doctor Don José Cerezo Mir, Tecnos, 
Madrid, 2003, pág. 1404; E. Moreno y bravo, Delitos contra la Propiedad Industrial, Dykinson, Madrid, 
1999, págs. 44-47; J. M. Paredes castañón, La protección penal de las patentes e innovaciones tecnológicas, 
McGraw-Hill, Madrid, 2001, pág. 70; M. J. seGura García, Los delitos contra la propiedad industrial en el 
Código penal de 1995, Tirant lo Blanch, Valencia, 2005, págs. 26 y sigs.
2 Así, A. Moreno cánoves y f. ruiz Marco, Delitos socioeconómicos. Comentario a los artículos 262, 
270 a 310 del nuevo Código penal (concordados y con jurisprudencia), Edijus, Zaragoza, 1996, pág. 84.
3 Así, la Circular 1/2006, de 5 de mayo, de la Fiscalía General del Estado, J. baucells lladós, «De los 
delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mercado y a los consumidores», en J. córdoba roda 
y M. García arán (dirs.), Comentarios al Código penal. Parte especial, t. I, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 
2004, pág. 972, o B. MaPelli caffarena, «Consideraciones...», op. cit.,, pág. 1411; en contra J. J. Queralt 
JiMénez, Derecho Penal español. Parte especial, 6.ª ed., Atelier, Barcelona, 2010, pág. 568.
4 C. Martínez-buJán Pérez, Derecho penal económico y de la empresa. Parte especial, 4.ª ed., Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2014, págs. 204-205; J. M. Paredes castañón, La protección, op. cit., págs. 108-109; 
también la Circular 1/2006 de la FGE.
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III.  EL OBJETO MATERIAL: DERECHOS DE PROPIEDAD 
INDUSTRIAL Y VARIEDADES VEGETALES
En los apartados 1.º y 2.º se protegen los derechos de propiedad industrial 
registrados conforme a la legislación de marcas 5. Se trata de las marcas y los 
nombres comerciales (definidos en los arts. 4.1 y 87.1 LM), pero también de los 
rótulos de establecimientos, que siguen protegidos durante los plazos y con las 
condiciones que se establecen en la Disposición Transitoria 3.ª LM. El objeto 
material está constituido, pues, por los productos, servicios o actividades que in-
corporen un signo distintivo idéntico o confundible con el registrado. El objeto 
material del apartado 3.º son los productos a que se refieren los apartados 1.º y 2.º 
El objeto material del primer párrafo del apartado 4.º son las variedades vegetales 
protegidas conforme a la legislación sobre protección de obtenciones vegetales, 
tal y como se definen en el artículo 2.1 LPOV. En el segundo párrafo del aparta-
do 4.º el objeto material es material vegetal de reproducción o multiplicación no 
perteneciente a la variedad vegetal protegida pero que se hace pasar por tal.
IV.  LA CONDUCTA TÍPICA: ¿QUÉ SE CASTIGA? ESPECIAL 
REFERENCIA A LA VENTA CALLEJERA AL POR MENOR
La conducta típica se describe en el apartado 1.°, muy modificado en la 
reforma de 2015, a través de las acciones de «fabricar, producir o importar» [le-
tra a)], ahora referidas no al signo distintivo en sí mismo, sino al producto al que 
se incorpora 6, y «ofrecer, distribuir, comercializar al por mayor o almacenar con 
esa finalidad» [letra b)] productos «que incorporen un signo distintivo idéntico 
o confundible» con otro signo registrado para distinguir los mismos o similares 
productos, servicios o actividades 7. Se trata de un tipo mixto alternativo que 
equipara meros actos preparatorios del proceso de utilización del signo en el 
mercado con su empleo efectivo, lo que ya daba lugar a críticas con la redacción 
actualmente vigente 8, sin que el motivo se corrija en la reforma, aunque hay que 
reconocer que se introduce alguna mejora, como veremos.
La conducta de fabricación es nueva, habiendo sido su introducción solici-
tada por la doctrina, que estimaba que, aunque se podría entender recogida en 
la cláusula de cierre, era conveniente su mención expresa dada su importancia 
en la práctica 9. Según el Diccionario de la Lengua Española, «fabricar» sig-
nifica «producir objetos en serie, generalmente por medios mecánicos». La 
conducta es, pues, típica aunque no se lleguen a introducir los productos en 
el mercado. «Producir», también una mención novedosa, es prácticamente un 
sinónimo, pues equivale a «fabricar, elaborar cosas útiles» 10. «Importar», que 
5 No queda protegida, por tanto, la marca notoria. Vid. la STS de 2 de junio de 1998 (RJ 8283).
6 Como destaca G. Guinarte cabada, «Delitos contra la propiedad industrial», en J. L. González cus-
sac (dir.), Comentarios a la reforma del Código Penal de 2015, Tirant lo Blanch, Valencia, 2015, pág. 897.
7 Sobre la interpretación de este elemento típico de la incorporación, vid. G. Guinarte cabada, «Deli-
tos...», op.cit., pág. 899.
8 Así, B. MaPelli caffarena, «Consideraciones...», op. cit.,, pág. 1415; C. Martínez-buJán Pérez, 
Parte especial..., op. cit.,, págs. 220-221.
9 Así, M. c. GóMez rivero, Los delitos..., op. cit., pág. 456.
10 Si acaso, como apunta G. Guinarte cabada, «Delitos», op. cit., pág. 899, podría entenderse que «fa-
bricar» se refiere a la elaboración o producción industrial o en serie, y producir, por su parte, incluye también 
la artesanal o manual.
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ya existía, consiste en «introducir en un país géneros, artículos o costumbres 
extranjeros». Para que la importación sea punible su fin ha de ser alguna de las 
otras conductas punibles, pues el propio tipo penal exige que la conducta se 
realice con fines industriales o comerciales. No es necesario que la mercancía 
llegue a recibirse, siempre que se pruebe que efectivamente se encargó y se 
pretendía comercializarla 11. No se alude expresamente a la exportación que, 
sin embargo, puede considerarse típica mediante su inclusión en la conducta 
de distribución. Por su parte, «ofrecer», introducido en la reforma, equivale a 
introducir en el mercado, esto es, a la distribución. «Comercializar», también 
nuevo, significa poner a la venta, que es lo mismo que ofrecer. Por último, 
«almacenar», igualmente novedoso, es «poner o guardar en un almacén» y 
solo resulta punible cuando se realice con la finalidad de ofrecer, distribuir 
o comercializar los productos. Téngase en cuenta que la referencia «al por 
mayor» solo se anuda a las conductas previstas en la letra b), esto es, al ofre-
cimiento, distribución o comercialización. En estas conductas se distingue, 
así, una modalidad más grave que castiga los supuestos en que se llevan a 
cabo en cantidades grandes siendo destinatarios otros comerciantes o empre-
sarios (la prevista en el art. 274.1 CP, en la redacción dada por la reforma de 
2015), y otra de menor gravedad cuando se realicen al por menor (recogida 
en el art. 274.2 CP, también en la redacción dada por la reforma de 2015). Por 
el contrario, en caso de fabricación, producción o importación nada se dice 
al respecto, lo que supone que han de llevarse todas las conductas al artícu-
lo 274.1 CP, salvo que sea posible considerar el dato para aplicar alguna de 
las circunstancias agravantes del artículo 276 CP 12. En un nuevo ejercicio de 
penelopismo, desaparece la cláusula de cierre que en el texto todavía vigente 
hasta el 30 de junio de 2015, desde la reforma de 2010, permitía sancionar al 
que «de cualquier otro modo usurpe» el signo distintivo. Dicha desaparición 
ha de valorarse positivamente, dada la incerteza que provoca en la descripción 
de las conductas típicas.
La idoneidad para llevar a confusión en el mercado sigue siendo el ele-
mento fundamental de todas las conductas, «sin duda, porque la función 
esencial y característica del signo distintivo, y en particular de las marcas, 
es identificar el origen o procedencia empresarial del producto o servicio al 
que está incorporado el signo distintivo» 13. Si se prueba que la imitación es 
burda, careciendo de idoneidad para hacer creer al consumidor o usuario que 
adquiere los productos o servicios originales, corresponde absolver 14. En otras 
ocasiones, incluso aunque la reproducción del signo distintivo sea perfecta o 
su imitación sea en sí misma confundible, si el precio, la calidad y el lugar de 
11 Vid. SAP de Madrid de 2 de febrero de 2001 (JUR 133923).
12 Como propone G. Guinarte cabada, «Delitos», op. cit., pág. 900.
13 Apartado IV.1 de la Circular 1/2006 de la FGE. En la jurisprudencia también es una línea mayorita-
ria. Vid. las SSTS de 22 de enero de 1988 (RJ 436), 6 de mayo de 1992 (RJ 4314) y 5 de noviembre de 1992 
(RJ 8896).
14 Así, entre otras, las SSAP de Barcelona de 22 de diciembre de 2000 (JUR 2001/95726), 8 de abril 
de 2002 (JUR 176453) y 30 de junio de 2006 (JUR 2007/56685), y de Cantabria de 17 de diciembre de 
2003 (JUR 2004/78409). Sobre los criterios elaborados por el Tribunal Supremo y por el Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas para determinar el riesgo de confusión, vid. M. baJo fernández y 
s. baciGaluPo, Derecho Penal económico, op. cit., págs. 511-513; M. díaz y García conlledo, «Delitos 
contra la propiedad intelectual e industrial. Especial atención a la aplicación práctica en España», Dere-
cho Penal y Criminología: Revista del Instituto de Ciencias Penales y Criminológicas, 30 (88) (2009), 
págs. 125 y sigs.
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venta indican claramente al consumidor que no puede tratarse de los produc-
tos originales también se absuelve 15.
Las nuevas conductas típicas descritas en el primer párrafo del apartado 2°, 
también muy reformado, consisten en «ofrecer, distribuir o comercializar al por 
menor, o prestar servicios o desarrollar actividades» que incorporen un signo 
distintivo que infrinja los derechos exclusivos del titular registral, «cuando se 
trate de los mismos o similares productos, servicios o actividades para los que 
el derecho de propiedad industrial se encuentre registrado». Ya hemos visto 
en qué consisten. La actividad comercial «al por menor» se define como «la 
adquisición de mercancías y su venta al consumidor final, y también la presta-
ción al público de determinados servicios» [según indica el art. 2.2.b) del Texto 
refundido sobre comercio interior, de los preceptos de la Ley 1/1983, de 18 de 
febrero, y la Ley 23/1992, de 29 de noviembre, puntualizando el artículo 1.2 de 
la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, que se 
puede realizar utilizando o no un establecimiento].
Por su parte, se han llevado al segundo párrafo del apartado 2.º las conduc-
tas de «reproducir o imitar» un signo distintivo idéntico o confundible con aquél 
para su utilización para la comisión de las conductas sancionadas en el artícu-
lo 274 CP. Al ser conductas más alejadas de la efectiva lesión del patrimonio del 
titular registral se castigan con una pena inferior a la prevista en el apartado 1.º, 
lo que ha de valorarse positivamente. Se trata de actos preparatorios elevados a 
la categoría de delito autónomo. «Reproducir» consiste en utilizar un signo dis-
tintivo idéntico al registrado. «Imitar» equivale, por su parte, a utilizar un signo 
distintivo parecido o semejante, que puede inducir a confusión con el registra-
do. En la reforma se elimina la conducta de «modificar», que supone alterar el 
signo distintivo de forma que no es ni reproducción ni imitación, pero induce a 
confusión en caso de ser utilizado. Se trata de una modalidad de acción que no 
aparece contemplada entre las prohibiciones específicas derivadas del derecho 
de exclusividad, por lo que carece de la relevancia suficiente para justificar su 
mención expresa en el tipo penal 16.
El apartado 3.º, dedicado a la venta ambulante u ocasional de los produc-
tos a que se refieren los apartados anteriores, fue introducido en la reforma de 
2010, pero se modifica de nuevo en 2015. Según la Exposición de Motivos de 
la LO 5/2010, originalmente se pretendía con él recuperar la necesaria propor-
cionalidad de la pena respecto de la gravedad de la conducta en los casos de 
venta callejera al por menor realizada por personas en situación de pobreza, 
en particular a la vista del aumento de las penas operado por la LO 15/2003 en 
estos delitos. En realidad, se cerró entonces el paso a una jurisprudencia que, 
empleando los argumentos más diversos 17, no aplicaba los delitos contra la pro-
piedad industrial en tales supuestos. Por tanto, no se trató de una reforma que 
dulcificase las penas del «top manta», sino al contrario, fue una modificación 
destinada a eliminar el margen interpretativo que estaba siendo aprovechado 
15 Así, entre otras, las SSAP de Girona de 20 de marzo de 2000 (ARP 1208) y 19 de abril de 2000 (ARP 
1324), y de Cantabria de 28 de septiembre de 2001 (JUR 2002/4453); en contra, la SAP de Guipúzcoa de 17 de 
julio de 2001 (ARP 651).
16 Como ya señalaba G. Guinarte cabada, «De los delitos relativos a la Propiedad Industrial», en T. S. 
vives antón (dir.), Comentarios al Código Penal de 1995, t. II, Tirant lo Blanch, Valencia, 1996, pág. 1342.
17 Vid. P. faraldo cabana, Las nuevas tecnologías en los delitos contra el patrimonio y el orden so-
cioeconómico, Tirant lo Blanch, Valencia, 2009, págs. 161 y sigs.
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por un sector jurisprudencial para no condenar en algunos de estos supuestos. 
En esa medida, en la doctrina se consideró que era rechazable 18.
La reforma de 2015, por su parte, se mantiene en la línea de endurecer la 
respuesta a estas conductas 19. Así pues, lleva a cabo un considerable aumento 
de las penas, que pasan de ser multa de 3 a 6 meses o trabajos en beneficio de 
la comunidad de 31 a 60 días a nada menos que prisión de 6 meses a 2 años, si 
bien puede imponerse multa de 1 a 6 meses o trabajos en beneficio de la comu-
nidad de 31 a 60 días, «siempre que no concurra ninguna de las circunstancias 
del artículo 276... atendidas las características del culpable y la reducida cuantía 
del beneficio obtenido» 20. Esta regulación responde, en parte, a la desaparición 
de las faltas que se lleva a cabo en la misma reforma, pues también desaparece 
la alusión a que en los casos de distribución al por menor de escasa gravedad 
atendidas las circunstancias del hecho y del culpable, «cuando el beneficio no 
exceda de 400 euros, se castigará el hecho como falta del artículo 623.5». La 
desaparición de la falta no supone en este caso la despenalización de la conducta 
así calificada, sino su conversión en delito menos grave, incorporando un con-
siderable aumento de las penas 21. En cualquier caso, se ha perdido la ocasión de 
concretar qué se entiende por «características del culpable» como criterio para 
aplicar el subtipo atenuado. Como señala el Informe de 16 de enero de 2013, del 
Consejo General del Poder Judicial, al Anteproyecto de Ley Orgánica por la que 
se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal 22, 
«si mediante la alusión a las «características del culpable» lo que se pretende 
es realzar la importancia de la situación de precariedad en que, frecuentemente, 
se encuentran quienes cometen estas infracciones, sería más adecuado emplear 
unos términos que delimiten claramente este aspecto».
La mención del beneficio, no del perjuicio, es indicativa de las dificultades 
que se tienen en la práctica para fijar el importe del perjuicio causado, pues 
aplicar el precio de venta del producto legítimo que no se ha llegado a vender es 
una forma de hacerlo que ha sido objeto de múltiples críticas.
El ámbito de las conductas típicas descritas en el primer párrafo del apar-
tado 4.º se reduce. Tras la reforma de 2015 consisten en la producción o repro-
ducción, el acondicionamiento con vistas a la producción o reproducción, el 
ofrecimiento en venta, la venta o comercialización de otra forma, la exportación 
o importación, o la posesión del objeto material para cualquiera de los fines 
mencionados. Se elimina únicamente la consistente en el acondicionamiento 
con vistas a la producción o reproducción, que presenta notables dificultades 
de prueba. Como cabe observar, se equiparan actos preparatorios de la comer-
18 M. M. carrasco andrino, «Propiedad industrial», en F. J. álvarez García y J. l. González cussac 
(dirs.), Consideraciones	a	propósito	del	proyecto	de	Ley	de	2009	de	modificación	del	Código	Penal, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2010, pág. 260; M. C. GóMez rivero, Los delitos..., op. cit.,, págs. 487 y sigs.
19 Muy claramente G. Guinarte cabada, «Delitos...», op. cit., págs. 906 y sigs.
20 Propone llevar todos los casos de venta ambulante u ocasional a este subtipo atenuado, «siempre, eso sí, 
que no concurra ninguna de las circunstancias previstas en el artículo 276», el informe del CGPJ, pág. 218. La 
referencia a la ausencia de circunstancias del artículo 276 CP solo puede entenderse en relación con las conteni-
das en los apartados c) y d), esto es, pertenencia a organización o asociación criminal y utilización de menores 
de dieciocho años para cometer estos delitos, ya que las contenidas en las letras anteriores son incompatibles 
con el tipo atenuado. En este sentido, G. Guinarte cabada, «Delitos...», op. cit., pág. 909.
21 Vid., al respecto, P. faraldo cabana, «La despenalización de las faltas: entre la agravación de las 
penas y el aumento de la represión administrativa», InDret, 3 (2014), págs. 1 y sigs.
22 Informe del CGPJ, pág. 219. Vid., también, M. C. GóMez rivero, Los delitos..., op. cit., pág. 489.
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cialización con la propia puesta en el mercado, que es el momento en que se 
causa el perjuicio patrimonial al titular registral, lo que no parece razonable. Sin 
embargo, el legislador ha preferido no hacer nada al respecto.
En el segundo párrafo del apartado 4.º la conducta típica consiste en realizar 
cualquiera de los actos descritos en el párrafo anterior pero utilizando «bajo 
la denominación de una variedad vegetal protegida, material vegetal de repro-
ducción o multiplicación que no pertenezca a tal variedad». Es prácticamente 
idéntica a la actual.
V. CONCLUSIONES
La inversión en innovación realizada por las empresas, dirigida a conseguir 
procesos más económicos o mejores rendimientos, o bien una mejor imagen 
de sus productos y de sus actividades, puede situarlas por delante de sus com-
petidores, redundando en un mejor posicionamiento en el mercado, además de 
contribuir al desarrollo global no solo de la industria y la economía, sino de la 
sociedad y de la cultura en todas sus vertientes.
Pero el valor de la propiedad industrial, que tiene una duración temporal li-
mitada, solo puede ser adecuadamente aprovechado si se garantiza el derecho de 
exclusividad que se otorga a su titular. Precisamente esto resulta cada vez más 
difícil, lo que es debido a diversos factores, siendo uno de los más importantes 
la capacidad de las demás empresas competidoras, pero también de los grupos 
delictivos organizados, para adaptarse y hacerse con la tecnología necesaria para 
realizar el mismo producto con un gasto en infraestructura relativamente bajo y en 
un tiempo relativamente corto, en todo caso inferior al que habitualmente necesita 
la empresa que inicialmente asume el proceso de innovación y sus costes.
Con el fin de contribuir desde el ámbito penal a la protección de los derechos de 
propiedad industrial, siguiendo una tendencia ya consolidada en los últimos años, 
las modificaciones de los delitos relativos a la propiedad industrial que se proponen 
en la reforma de 2015 se caracterizan por el retoque técnico de las conductas típicas 
y de los tipos agravados, pero el elemento que más destaca es el aumento de las 
penas 23. Si esto se combina con las regulaciones del «top manta» que aparecen en 
muchas ordenanzas municipales, estableciendo sanciones pecuniarias tanto para el 
que vende como para los clientes, se advierte un más que notable aumento de la 
presión punitiva del Estado sobre los ciudadanos. Esta mayor presión carece de 
justificación si se tiene en cuenta que lo que se protege es el patrimonio individual, 
y no un bien jurídico de naturaleza colectiva. La solución a la piratería industrial no 
se va a conseguir a través de la imposición de penas desproporcionadas a quienes 
apenas consiguen sobrevivir vendiendo en la calle bolsos que todo el mundo sabe 
que no son de marca, sino centrándose más en las redes organizadas que les proveen 
y explotan. Sólo así se conseguirán mejores resultados.
VI. BIBLIOGRAFÍA
baJo fernández, M., y baciGaluPo, S., Derecho Penal Económico, 2.ª ed., Centro de 
Estudios Ramón Areces, Madrid, 2010.
23 Cfr. G. Guinarte cabada, «Delitos...», op. cit., pág. 896.
ADI 35 (2014-2015).indb   364 23/09/15   17:34
ADI 35 (2014-2015), 357-366 • ISSN: 1139-3289 365
baucells lladós, J., «De los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al 
mercado y a los consumidores», en J. córdoba roda y M. García arán (dirs.), 
Comentarios al Código Penal. Parte especial, t. I, Marcial Pons, Madrid-Barcelo-
na, 2004.
carrasco andrino, M. M., «Propiedad industrial», en F. J. álvarez García y J. L. 
González cussac (dirs.), Consideraciones a propósito del Proyecto de Ley de 
2009	de	Modificación	del	Código	penal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2010.
díaz y García conlledo, M., «Delitos contra la propiedad intelectual e industrial. Es-
pecial atención a la aplicación práctica en España», Derecho Penal y Criminología, 
30 (88) (2009).
faraldo cabana, P., Las nuevas tecnologías en los delitos contra el patrimonio y el 
orden socioeconómico, Tirant lo Blanch, Valencia, 2009.
— «La despenalización de las faltas: entre la agravación de las penas y el aumento de 
la represión administrativa», InDret, 3 (2014).
GóMez rivero, M. c., Los delitos contra la propiedad intelectual e industrial, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2012.
Guinarte cabada, G., La tutela penal de los derechos de propiedad industrial, Edersa, 
Madrid, 1988.
— «Las infracciones de los derechos de propiedad industrial del artículo 534 del Có-
digo penal», en M. cobo del rosal (dir.), Comentarios a la Legislación Penal, 
t. XIII, Edersa, Madrid, 1991.
— «De los delitos relativos a la Propiedad Industrial», en T. S. vives antón (dir.), 
Comentarios al Código Penal de 1995, t. II, Tirant lo Blanch, Valencia, 1996.
MaPelli caffarena, b., «Consideraciones en torno a los delitos contra la propiedad 
industrial», en J. L. díez riPollés y otros (eds.), La Ciencia del Derecho penal 
ante el nuevo siglo, Tecnos, Madrid, 2003.
Moreno y bravo, e., Delitos contra la Propiedad Industrial, Dykinson, Madrid, 1999.
Moreno cánoves, A., y ruiz Marco, F., Delitos socioeconómicos, Edijus, Zaragoza, 
1996.
Paredes castañón, J. M., La protección penal de las patentes e innovaciones tec-
nológicas, McGraw-Hill, Madrid, 2001.
Queralt JiMénez, J. J., Derecho Penal Español. Parte especial, 6.ª ed., Atelier, Bar-
celona, 2010.
seGura García, M. J., Los delitos contra la propiedad industrial en el Código Penal 
de 1995, Tirant lo Blanch, Valencia, 2005.
ADI 35 (2014-2015).indb   365 23/09/15   17:34
